
Corte Suprema de Justicia de la República 
Tercera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

 
SENTENCIA 

MOTIVACIÓN EN SERIE N.° 01-2026-3SDCST 
 

1 

MOTIVACIÓN EN SERIE:  Es objeto de 
pronunciamiento 24 sentencias de vista referidas al 
mismo tema de inaplicación del artículo 46 de la Ley 
N.° 27785, incorporado por el artículo 1 de la Ley N.° 
29622: contando con Sentencia fuente Casación N.° 
27667-2021 Lambayeque de fecha 26 de marzo de 
2025 de la Tercera Sala de Derecho Constitucional y 
Social Transitoria, que cuenta con sólidos argumentos 
jurídicos que permiten el desarrollo de motivación en 
serie. 

DOCTRINA JURISPRUDENCIAL: Las Salas 
Constitucionales de la Corte Suprema del Poder 
Judicial han emitido reiterativa y uniforme 
jurisprudencia sobre la aplicación en el tiempo de las 
sentencias que declaran fundadas las demandas de 
inconstitucionalidad de normas legales, situación que 
nos permite emitir sentencia casatoria con doctrina 
jurisprudencial que vincula a los jueces de todas las 
instancias, brinda seguridad jurídica a la comunidad y 
aporta al derecho a la igualdad en la aplicación de las 
normas. 

Lima, veintidós de abril de dos mil veintiséis. - 

LA TERCERA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL 

TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA R EPÚBLICA:  

I. VISTOS, en audiencia pública de la fecha, la Tercera Sala Suprema 

Constitucional y Social Transitoria, integrada por la Señora Jueza Suprema 

Rueda Fernández, Presidenta; así como por los Señores Jueces Supremos 

Ruidías Farfán, Torres Gamarra, Manzo Villanueva y Zúñiga Herrera, y luego de 

producida la votación con arreglo a ley, emite la siguiente sentencia en serie en 

los siguientes expedientes: 

N.° EXPEDIENTE DEMANDANTES RECURRENTES 

1 CASACION 40516-2022-JUNIN 
LEONARDO VELASQUEZ 

PONCE 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

2 CASACIÓN 42230-2022-JUNIN 
JOSEFINA JUANA MAITA 

ARTICA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

3 CASACION 52110-2022-JUNIN 
GLICER ROJAS 

YURIVILCA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

4 CASACION 54448-2022-JUNIN 
AUGUSTO POMA 

GUERRA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

5 CASACION 54881-2022-JUNIN EDGAR MATA AYLAS 
CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

6 CASACION 46132-2022-JUNIN 
MERCEDES IRENE 

CARRIÓN ROMERO 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

7 CASACION 5117-2023-JUNIN 
JORGE LUIS OLIVERA 

RAMIREZ 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 
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8 CASACION 5294-2023-JUNIN 
ELISA ALAIDA PÁRRAGA 

POSADAS 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

9 CASACION 13908-2023-JUNIN 
RENEE REYDELINDA 

GOETENDIA LACMA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

10 CASACION 14461-2023-JUNIN 
FRANZ JOEL CASTRO 

RIVERA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

11 CASACIÓN 16960-2023-JUNIN 

NACIANCENO 

HERMENES QUISPE 

LOPEZ 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

12 
CASACION 39536-2022-

AREQUIPA 

ARTURO BERNABE 

GARCIA ROQUE 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

13 
CASACION 39695-2022-

AREQUIPA 

MIGUEL ANGEL 

ZEBALLOS PORTUGAL 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

14 
CASACION 43304-2022-

AREQUIPA 

SHIRLEY BARRIOS 

OBANDO 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

15 
CASACION 45726-2022-

AREQUIPA 

CARMEN MONROY 

PIEROLA DE TALLEDO 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

16 CASACION 3818-2023-AREQUIPA 
HUGO VALDIVIA 

BUSTINZA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

17 
CASACION 14403-2023-

AREQUIPA 

KARLO FABIAN CACEDA 

CABALLERO 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

18 CASACION 38956-2022-CUSCO 
HENRY PAUL OLIVERA 

DEL POZO 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

19 CASACION 39963-2022-CUSCO 
JORGE ENRIQUE ROCA 

CHARA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

20 CASACION 47165-2022-CUSCO 
SIMON IGNACIO 

CONTRERAS FLORES 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

21 
CASACION 44781-2022-

LAMBAYEQUE 
YOSIP MEJIA DIAZ 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

22 
CASACION 46659-2022-

LAMBAYEQUE 

LUIS ENRIQUE GÓMEZ 

RAMIREZ 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA Y HOSPITAL 

PROVINCIAL DOCENTE 

BELÉN LAMBAYEQUE 

23 
CASACION 47878-2022-

LAMBAYEQUE 

EVER EDDIE ASALDE 

ZEÑA 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

24 
CASACION 2571-2023-

CAJAMARCA 

HERALD CHAVEZ 

JUANITO 

CONTRALORÍA GENERAL DE 

LA REPÚBLICA 

I.1 Asunto  

Viene a conocimiento de esta Sala Suprema veinticuatro recursos de casación 

interpuestos en su mayoría por el Procurador Público de la Contraloría General 

de     la República y uno por el Hospital Provincial Docente Belén Lambayeque, 
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contra las sentencias de vista emitidas en los expedientes de casación arriba 

señalados, que confirmaron la sentencia de primera instancia, en el extremo que 

declararon fundadas las demandas y dispusieron dejar sin efecto las sanciones 

impuestas a los demandantes, considerando que se debe inaplicar las normas 

del artículo 46 de la Ley N.° 27785 incorporadas po r el artículo 1 de la Ley N.° 

29622, referidas a la tipificación de las conductas infractoras. 

I.2 Antecedentes 

a) Demandas 

Las veinticuatro demandas contencioso administrativa, tienen como pretensión 

principal la nulidad de las resoluciones administrativas -que aplicando las normas 

del artículo 46 de la Ley N.° 27785 determinaron in fracciones e impusieron 

sanciones-, asimismo algunas de las demandas peticionan el retiro1, 

levantamiento2 y/o anulación3 de las sanciones, detallando a continuación las 

sanciones materia de las pretensiones de nulidad. 

EXPEDIENTE SANCIÓN/INHABILITACIÓN AÑO DE 
RESOLUCIÓN 

TIPIFICACION / 
LEY 27785 

38956-2022 180 días 2018 b) del artículo 46 

39536-2022 4 años 2017 a) y b) del artículo 
46 

39695-2022 1 año 2018 b) del artículo 46 

39963-2022 2 años 2018 a) del artículo 46 

40516-2022 2 años 2017 a) del artículo 46 

42230-2022 1 año 2017 a) del artículo 46 

43304-2022 180 días 2018 b) del artículo 46 

44781-2022 4 años 2018 b) del artículo 46 

45726-2022 3 años 2018 a) y b) del artículo 
46 

46132-2022 2 años 2017 a) del artículo 46 

46659-2022 5 años 2016 b) del artículo 46 

47165-2022 3 años 2018 a) del artículo 46 

47878-2022 4 años 2018 a) y b) del artículo 
46 

52110-2022 2 años y 6 meses 2019 b) del artículo 46 

54448-2022 2 años 2017 a) del artículo 46 

54881-2022 2 años y 8 meses 2018 b) del artículo 46 

 
1 Casaciones N.° 45726-2022-Arequipa, 39695-2022-Arequ ipa y 14403-2023-Arequipa 
2 Casación N.° 47165-2022-Cusco 
3 Casación N.° 3818-2023-Arequipa 
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2571-2023 2 años 2018 b) del artículo 46 

3818-2023 4 años 2018 b) del artículo 46 

5117-2023 1 año 2017 a) del artículo 46 

5294-2023 207 días 2019 b) del artículo 46 

13908-2023 2 años 2018 a) del artículo 46 

14403-2023 5 años 2016 b) del artículo 46 

14461-2023 2 años 2018 a) del artículo 46 

16960-2023 3 años y 6 meses 2019 a) y b) del artículo 
46 

b) Sentencias de primera instancia 

En relación a las sentencias de primera instancia, se tiene que en los veinticuatro 

expedientes se resolvió declarar FUNDADA la demanda, expresando como 

sustento coincidente en lo esencial que, el artículo 46 de la Ley N.° 27785, 

incorporado por el artículo 1 de la Ley N.° 29622, contraviene los principios de 

tipicidad o taxatividad; asimismo se advierte que la generalidad de las sentencias 

de primer grado indican que dicha norma fue declarada inconstitucional mediante 

la sentencia recaída en el Expediente N.° 00020-201 5-PI/TC; fundamentos por 

los cuales deciden declarar la nulidad de las resoluciones administrativas que 

impusieron sanción a los demandantes.  

c) Sentencias de vista 

En los veinticuatro expedientes se emitieron sentencias de vista que confirmaron 

las sentencias de primera instancia, en el extremo que declararon fundadas las 

demandas; expresando los siguientes fundamentos coincidentes en lo esencial: 

- El Tribunal Constitucional en el proceso de inconstitucionalidad 0020-2015-AI/TC 

ha señalado que: “No debe identificarse el principio de legalidad con el principio 

de tipicidad. El primero, garantizado por el ordinal “d” del inciso 24) del artículo 2° 

de la Constitución, se satisface cuando se cumple con la previsión de las 

infracciones y sanciones en la ley. El segundo, en cambio, constituye la precisa 

definición de la conducta que la ley considera como falta. (…)”. 

- Que, el numeral 4 del artículo 248º del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 

determina que sólo constituyen conductas sancionables administrativamente las 

infracciones previstas expresamente en normas con rango legal mediante su 

tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. 
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- Que, las entidades sólo podrán sancionar la comisión de conductas que hayan 

sido previamente tipificadas como ilícitas, mediante normas que describan de 

manera clara y específica el supuesto de hecho infractor y la sanción aplicable y 

que, los órganos competentes en el procedimiento disciplinario deben describir 

de manera suficientemente clara y precisa, tanto al momento de iniciar un 

procedimiento administrativo disciplinario como al momento de resolver la 

imposición de una sanción, respecto de la falta prevista en la ley que es objeto 

de imputación, la conducta atribuida al imputado que configura la falta, los 

hechos que con base en el principio de causalidad configuran la conducta 

pasible de sanción, indicando además de manera precisa, clara y expresa, las 

normas o disposiciones vigentes en el momento en que se produjo la falta, que 

sirven de fundamento jurídico para la imputación. Sin el principio de tipicidad, no 

se da uno de los elementos del procedimiento sancionador, y por tanto no se 

prueba la falta disciplinaria. 

- Del auto de aclaración de fecha primero de agosto del 2019 de la sentencia 

0020-2015-PI/TC, extraen que no se podría aplicar lo resuelto por el Tribunal 

Constitucional en los casos con sentencia con autoridad de cosa juzgada, ni 

cortar procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución; 

y si bien en atención al artículo 204 de la Constitución -que establece que la 

norma declarada inconstitucional queda sin efecto al día siguiente de la 

publicación de la sentencia que así lo declara-, sin embargo consideran que, no 

es posible desconocer que la demandada ha impuesto las sanciones basadas en 

el artículo 46 de la LOCGR que ha sido declarado inconstitucional, por no 

respetar el subprincipio de tipicidad o taxatividad que es parte del principio de 

legalidad. 

- Sostienen que, no es amparable emitir un pronunciamiento que aplique o 

pretenda ratificar una norma declarada inconstitucional, pues debe tomarse en 

cuenta la interpretación de las normas que realiza el máximo intérprete de la 

Constitución, la cual no es posible desconocer por los Jueces del Poder Judicial.  

d. Autos calificatorios de los recursos de casación  

Mediante veinticuatro resoluciones, se declararon procedentes los recursos de 

casación interpuestos por la demandada Procuraduría Pública de la Contraloría 

General de la República y del codemandado Hospital Provincial Docente Belén 

Lambayeque por las causales detalladas a continuación, por cada expediente: 
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1. CASACIÓN 16960-2023-JUNIN   

i) Infracción del artículo III del Título Preliminar del Código Civil. 

ii) Infracción de los artículos 81, 82 y 83 del Código Procesal 

Constitucional, así como del artículo 204 de la Constitución Política del 

Perú. 

iii) Infracción del inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política del 

Perú. 

iv) Infracción de los artículos VII del Título Preliminar del Código Procesal 

Civil y 46 de la Ley N.° 27785, modificado por la L ey N.° 29622. 

v) Infracción del inciso 5 del artículo 139 de la Constitución. 

 

2. CASACIÓN 14461-2023-JUNIN 

i) Infracción normativa por interpretación errada de los artículos 81 y 82 del 

Código Procesal Constitucional y el artículo 204 de la Constitución 

Política del Perú. 

ii) Infracción normativa vulneración al Debido Proceso (aplicación 

retroactiva de la sentencia del Tribunal Constitucional). 

iii) Infracción normativa por vulneración al principio de motivación. 

 

3. CASACIÓN 14403-2023-AREQUIPA 

i) Infracción normativa del inciso 3 y 5 del artículo 139 de la Constitución. 

ii) Infracción normativa por interpretación errada de los artículos 81 y 82 del 

Código Procesal Constitucional y el artículo 204 de la Constitución 

Política del Perú (vigencia de los efectos de la sentencia del Tribunal 

Constitucional recaída en el expediente N.° 00020-2 015-PI/TC. 

iii) Infracción normativa vulneración al Debido Proceso (aplicación 

retroactiva de la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 

expediente N.°00020-2015-PI/TC. 

 

4. CASACIÓN 13908-2022-JUNIN 

i) Excepcionalmente por Infracción del artículo 139 incisos 3 y 5 de la 

Constitución Política del Estado 

ii) Infracción normativa de los artículos 81 y 83, del Código Procesal 

Constitucional. 

 

5. CASACIÓN 5294-2023-JUNIN 
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i) Infracción normativa por el artículo 204 de la Constitución Política del 

Perú. 

ii) Infracción normativa del artículo 81 del Código Procesal Constitucional. 

iii) Infracción normativa del artículo 148 de la Constitución Política del Perú; 

así como del artículo 228 del Texto Único Ordenado (TUO) de la Ley N.° 

27444. 

6. CASACIÓN 5117-2023-JUNIN 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú 

(vigencia de los efectos de la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 

0020-2015-PI/TC). 

ii) Infracción normativa por vulneración al debido proceso. 

iii) Infracción normativa vulneración al principio de motivación. 

 

7. CASACIÓN 3818-2023-AREQUIPA 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú. 

ii) Vulneración al debido proceso. 

iii) Excepcionalmente, por la infracción normativa del artículo 139 inciso 5 

de la Constitución Política del Estado. 

 

8. CASACIÓN 2571-2023-CAJAMARCA 

i) Infracción normativa al artículo 204 de la Constitución Política del 

Estado, referido a los efectos de la Sentencia de Inconstitucionalidad del 

Tribunal Constitucional (son retroactivos). 

ii) Infracción normativa, inaplicación del artículo 81 del Código Procesal 

Constitucional, concordante con el artículo 103 de la Constitución Política 

del Estado. 

iii) Infracción normativa: interpretación errónea del artículo 82 y 83 del 

Código Procesal Constitucional (aplicación retroactiva de la sentencia del 

Tribunal Constitucional). 

iv) Inaplicación del artículo 46 de la Ley N.° 27785, m odificada por la Ley 

N.° 29622 

v) Infracción normativa: Aplicación errónea del artículo 248 Inciso 5 del 

TUO de la Ley N.° 27444. 

 

9. CASACIÓN 54881-2022-JUNIN 
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i) Interpretación errada de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y del artículo 204 de la Constitución Política del Perú. 

ii) Infracción normativa del artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución 

Política del Perú. 

iii) Inaplicación del artículo 46 de la Ley N.° 29622. 

iv) Aplicación errada del artículo III del Título Preliminar del Código Civil. 

 

10. CASACIÓN 54448-2022-JUNIN 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú 

(vigencia de los efectos de la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 

0020-2015-PI/TC). 

ii) Infracción normativa por vulneración al debido proceso.  

iii) Infracción normativa por vulneración al principio de motivación. 

 

11. CASACIÓN 52110-2022-JUNIN 

i) Infracción normativa de los artículos 81, 82 y 83 del Código Procesal 

Constitucional. 

ii) Infracción normativa del inciso 3 del artículo 139 de la Constitución 

Política del Perú. 

iii) Infracción normativa de vulneración de Juez y derecho (inaplicación del 

artículo 46 de la Ley N.° 29622). 

iv) Infracción normativa del inciso 5 del artículo 139 de la Constitución 

Política del Perú. 

 

12. CASACIÓN 47878-2022-LAMBAYEQUE 

i) Infracción normativa de los incisos 1) y 4) del artículo 248 del TUO de la 

Ley 27444. 

ii) Excepcionalmente por la causal de: infracción normativa de los incisos 3 

y 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú. 

 

13. CASACIÓN 47165-2022-CUSCO 

i) Inaplicación del artículo 46 de la Ley N.º 27785, modificada por la Ley N.º 

29622. 

ii) Infracción normativa del artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución 

Política del Perú. 

 

14. CASACIÓN 46659-2022-LAMBAYEQUE   
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i) Infracción normativa del inciso 1) y 4) del artículo 248 del Texto Único 

Ordenado de la Ley 27444. 

ii) Incorrecta interpretación del artículo 46 de la Ley N.º 27785 – Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de 

la República. 

iii) Excepcionalmente por la causal de: infracción normativa del artículo 139 

incisos 3 y 5 de la Constitución Política del Perú. 

15. CASACIÓN 46132-2022-JUNIN 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú 

(vigencia de los efectos de la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 

0020-2015-PI/TC). 

ii) Infracción normativa por vulneración al debido proceso. 

iii) Infracción normativa vulneración al principio de motivación. 

 

16. CASACIÓN 45726-2022-AREQUIPA 

i) Infracción normativa del inciso 5 del artículo 139 de la Constitución 

Política del Perú. 

ii) Infracción normativa por interpretación errada de los artículos 83 del 

Código Procesal Constitucional4. 

iii) De manera excepcional por causal de: infracción normativa del inciso 3 

del artículo 139 de la Constitución Política del Perú. 

iv) Infracción normativa por interpretación errada de los artículos 81 y 82 del 

Código Procesal Civil y el artículo 204 de la Constitución Política del 

Perú, del artículo 46 de la Ley N.° 27785, modifica da por la Ley N.° 

29622. 

v) Infracción normativa del inciso 1 y 4 del artículo 248 del Texto Único 

Ordenado de la Ley N.° 27444 – sobre el principio d e legalidad y 

tipicidad. 

 

17. CASACIÓN 44781-2022-LAMBAYEQUE 

i) Excepcionalmente, por infracción normativa del inciso 3 y 5 del artículo 

139 de la Constitución Política del Estado. 

 

18. CASACIÓN 43304-2022-AREQUIPA 

i) Infracción del artículo 139 inciso 5 de la Constitución Política del Perú. 
 

4 En el auto calificatorio se consignó por error material Código Procesal Civil, empero conforme a 
los términos del recurso de casación y al contenido referido de la norma, corresponde al Código 
Procesal Constitucional. 
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ii) Infracción del artículo 83 del Código Procesal Constitucional. 

iii) Infracción de los artículos VII del Título Preliminar del Código Procesal 

Civil y 46 de la Ley N.° 27785, modificado por la L ey N.° 29622. 

 

19. CASACIÓN 42230-2022-JUNIN 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú. 

ii) Infracción normativa por vulneración al debido proceso. 

iii) Infracción normativa vulneración al principio de motivación. 

 

20. CASACIÓN 40516-2022-JUNIN 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú. 

ii) Infracción normativa por vulneración al debido proceso. 

iii) Infracción normativa vulneración al principio de motivación. 

 

21. CASACIÓN 39963-2022-CUSCO 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú 

(aplicación retroactiva de la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 

0020-2015-PI/TC). 

ii) Infracción normativa por vulneración al principio de motivación y debido 

proceso (artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución Política del Perú, 

artículo 50 inciso 6 del Código Procesal Civil y artículo I del Título 

Preliminar del Código Procesal Civil). 

 

22. CASACIÓN 39695-2022-AREQUIPA 

i) Infracción normativa de los artículos 81 y 82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución Política del Perú 

(vigencia de los efectos de la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 

0020-2015-PI/TC). 

ii) Infracción normativa por vulneración al debido proceso (aplicación 

retroactiva de la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 0020-2015-

PI/TC). 

iii) excepcional por infracción normativa del inciso 5 del artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú. 

 

23. CASACIÓN 39536-2022-AREQUIPA 
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i) Infracción normativa por inaplicación del artículo 204 de la Constitución 

Política del Estado concordante con el artículo 80 del Código Procesal 

Constitucional. 

ii) Inaplicación del artículo 82 concordante con el artículo 83 del Código 

Procesal Constitucional.  

iii) En forma excepcional, infracción normativa del inciso 3 y 5 del artículo 

139 de la Constitución Política del Perú. 

 

 

24. CASACIÓN 38956-2022-CUSCO 

i) Infracción normativa de los artículos 81, 82 y 83 del Código Procesal 

Constitucional. 

ii) Inaplicación del artículo 46 de la Ley N.º 27785, modificada por la Ley N.º 

29622. 

iii) Infracción normativa del artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución 

Política del Perú, artículo 50 inciso 6 del Código Procesal Civil y el 

artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil. 

II. CONSIDERANDO: 

Primero. - Sustento normativo de la Motivación en S erie en Procesos 

Contencioso Administrativo 

Resulta necesario puntualizar que, resolver en casación es una finalidad 

constitucional de la Corte Suprema5 y que, el recurso de casación en el proceso 

contencioso administrativo tiene por fines la adecuada aplicación del derecho 

objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia nacional por la 

Corte Suprema de Justicia, contribuyendo a la seguridad jurídica y predictibilidad 

en las resoluciones judiciales. En igual sentido ha interpretado el Tribunal 

Constitucional que, la casación asegura la sujeción de los jueces a la ley en la 

impartición de justicia, además de unificar la interpretación jurídica evitando 

contradicciones: 

“En buena cuenta, la casación se erige en algunos casos como un mecanismo 

de defensa de la legalidad por medio del cual se asegura la sujeción de los 

jueces a la ley en la impartición de justicia y, por esa vía, se mantiene el efecto 

vinculante del derecho objetivo. En otros supuestos, la casación se proclama 

 
5 Artículo 141 de la Constitución Política del Perú. 
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como el mecanismo destinado a garantizar la vigencia real y efectiva del 

principio de igualdad en su aplicación, pues al unificar su interpretación evita 

decisiones judiciales contradictorias.”6 

En ese contexto constitucional, resulta coherente y trascendente el control 

jurídico que realizan las salas supremas en casación, aportando a la uniformidad 

de la jurisprudencia con respeto del derecho a la igualdad en la aplicación de la 

ley y brindando seguridad jurídica, por lo que, resulta compatible la motivación 

en serie en los procesos contencioso administrativo, además de estar 

expresamente autorizada por norma legal del inciso segundo del artículo noveno 

del Texto Único Ordenado de la Ley del Proceso Contencioso Administrativo7, 

contando con una técnica especial de motivación en serie para casos análogos 

que requieran idéntica motivación para la resolución de los mismos, que 

fortalece la seguridad jurídica y la predictibilidad, permitiendo que “los jueces 

despachen con criterios técnicos y organicen el despacho a fin de evitar las 

demoras innecesarias, frente a casos similares en los cuales ya se han 

establecido criterios de resolución en el propio despacho, además evitaría la 

posible contradicción”8.  

Asimismo, en virtud de las normas del protocolo denominado “Gestión procesal 

de la motivación en serie”9, aprobado por Resolución Administrativa N.° 00339-

2025-CE-PJ, sustentado en la búsqueda de la eficiencia en el servicio de justicia, 

frente a los procesos en los que se discuten casos análogos10, garantizando una 

justicia predecible, con la emisión de una resolución judicial con motivación 

idéntica, permite resolver una cierta cantidad de casos de forma pronta, con 

justicia predecible y la simplificación de la actividad de solución de conflictos, 

respetando los criterios aplicados en los casos anteriores, comprendidos en la 

identificación de procesos análogos que requieren idéntica motivación para su 

resolución en proceso contencioso administrativo relativos a materia laboral 

 
6 STC N.° 02039-2007-PA/TC de fecha 30 de noviembre de 2009, fundamento quinto. 
7 Artículo 9.- Facultades del Órgano Jurisdiccional. - Son facultades del órgano jurisdiccional las 
siguientes: 2.- Motivación en serie Las resoluciones judiciales deben contener una adecuada 
motivación. Cuando se presenten casos análogos y se requiera idéntica motivación para la 
resolución de los mismos, se podrán usar medios de producción en serie, siempre que no se 
lesione las garantías del debido proceso, considerándose cada uno como acto independiente. 
8 Segundo párrafo del punto tercero de la exposición de motivos del Decreto Legislativo N.° 1067. 
9 Protocolo de “Gestión procesal de la motivación en serie”, aprobado por Resolución 
Administrativa N.° 000339-2025-CE-PJ de fecha 11 de s etiembre de 2025. 
10 Procesos análogos: la misma materia, pretensión, entidad a la que se demanda. 
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público como sucede en los veinticuatro casos sobre derecho laboral público, 

específicamente procedimiento administrativo disciplinario. 

Cabe precisar que la motivación en serie cuenta con la emisión previa de la 

Sentencia Fuente N.° 27667-2021- Lambayeque, de fecha 26 de marzo de 

2025 de la Tercera Sala de Derecho Constitucional y  Social Transitoria , que 

nos permite apreciar la coincidencia de los temas, además que aporta sólidos 

fundamentos jurídicos que, sirven de sustento para casos análogos, 

favoreciendo la emisión de ejecutorias supremas con celeridad con 

argumentación jurídica en corrección material, sin vulnerar las garantías del 

debido proceso. Constituyendo esta sentencia un trabajo de interpretación 

jurídica en compatibilidad con el ordenamiento constitucional y con la elevada 

responsabilidad de los jueces de impartir justicia y resolver conforme a las 

razones que el derecho suministra. 

Segundo. - Delimitación del petitorio casatorio 

2.1 Conforme se tiene anotado, la presente ejecutoria suprema constituye la 

sentencia casatoria con motivación en serie de veinticuatro expedientes de 

casación, contando con sustento de la Sentencia Fuente N.° 27667-2021-

Lambayeque, de fecha 26 de marzo de 2025 de la Tercera Sala de Derecho 

Constitucional y Social Transitoria, la cual cuenta con sólidos argumentos 

jurídicos que permiten el desarrollo de motivación en serie.  

También, se cumple con los criterios de identificación previa de procesos 

análogos que requieren de idéntica motivación, al resultar semejantes la 

pretensión y los derechos discutidos referidos a la inaplicación por 

inconstitucionalidad de la norma sustantiva, asimismo sobre los efectos 

constitucionales de la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 

Expediente N.° 0020-2015-PI/TC publicada el veintis éis de abril de 2019 y de su 

aclaratoria contenida en el auto N.° 4 del 4 de jun io de 2019; respecto de casos 

de funcionarios y servidores que fueron sancionados por la Contraloría General 

de la República y un caso por la entidad administrativa empleadora, en 

aplicación de las infracciones tipificadas en el artículo 46 de la Ley N.° 27785, 

incorporada por el artículo 1 de la Ley N.° 29622, tratándose de casos de 

procedimiento administrativo sancionador, en régimen laboral público, en 
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proceso contencioso administrativo. No está en debate asuntos y/o 

cuestionamientos de procedimiento o de plena jurisdicción de los casos 

particulares, sino únicamente un tema previo que se vincula a la norma que 

regula las inconductas y sanciones.  

2.2 Las causales que se han planteado en los recursos de casación en control 

de derecho involucran varias normas del derecho objetivo, que requiere y 

encuentran en la sentencia fuente anotada, una diligente actividad interpretativa 

en conformidad con el ordenamiento convencional, constitucional y legal, para 

arribar a la corrección material de las premisas normativas, contando con el 

siguiente código QR: 

 

Para la absolución de las causales, resulta pertinente iniciar primero con 

aquellas vinculadas a los efectos en el tiempo de la sentencia del proceso de 

inconstitucionalidad N.° 0020-2015-PI/TC, en tanto la declarada 

inconstitucionalidad del artículo 46 de la Ley N.° 27785 (incorporado por el 

artículo 1 de la Ley N.° 29622), suscita controvers ia en relación a la aplicación o 

no de la citada norma legal, además de cuestionamientos de 

inconstitucionalidad. En segundo término, resulta pertinente desarrollar las 

causales procesales a efectos de verificar si las sentencias recurridas han 

vulnerado las garantías del debido proceso y motivación. 

Tercero. - Infracción normativa del artículo 46 de la Ley N.° 27785 

modificado por Ley N.° 29622, de los artículos 81 y  82 del Código Procesal 

Constitucional y el artículo 204 de la Constitución  Política del Perú 
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(vigencia de los efectos de la sentencia del Tribun al Constitucional N.° 

0020-2015-PI/TC) 

3.1 Resulta pertinente anotar en primer lugar que, los recursos de casación 

fueron interpuestos y calificados durante la vigencia de las anteriores normas y 

reglas del recurso de casación (hoy derogadas por la Ley N.° 31591) que 

permitía la formulación de las causales en forma genérica; en segundo lugar 

que, si bien las recurrentes han denunciado indistintamente interpretación 

errónea así como inaplicación de la misma disposición legal, en propiedad y en 

forma específica la infracción denunciada respecto del artículo 46 de la Ley N.° 

27785 incorporado  por la Ley N.° 29622, se refiere  a  infracción por inaplicación 

normativa, lo que se advierte y determina de la revisión de los fundamentos de 

las causales que residen y cuestionan que las sentencias de vistas habrían 

omitido la aplicación de la citada disposición al considerarla inconstitucional o 

entender que la sentencia del Tribunal Constitucional que declaró su 

inconstitucionalidad no permite su aplicación. 

3.2 La Tercera Sala Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema 

cuenta con sentencia fuente emitida en función nomofiláctica respecto de la 

aplicación de las normas del artículo 46 de la Ley N.° 27785 modificado por Ley 

N.° 29622, Sentencia Fuente N.° 27667-2021-Lambayeque  de fecha 26 de 

marzo de 2025, que resulta aplicable al presente caso de motivación en serie, 

aportando argumentación jurídica sólida que aporta a su corrección material. 

3.3 En concordancia con la sentencia fuente citada, se reiteran los fundamentos 

de su considerando cuarto referido a las normas del artículo 46 de la Ley N.° 

27785 -modificada por la Ley N.° 29622- (en adelant e solo artículo 46), 

reafirmando la exigencia de efectuar la labor interpretativa en forma previa a 

determinar si se produjo o no la inaplicación, en tanto la identificación de su 

contenido normativo aportará a determinar si es la norma que aporta a la 

solución jurídica y corresponde aplicar a los casos materia de casación con 

motivación en serie. Teniendo señalado la sentencia fuente al respecto:  

“4.3  Para determinar si la sentencia impugnada ha incurrido en las infracciones 

denunciadas, es menester iniciar con la labor interpretativa, empezando con acudir al 
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texto del citado inciso a); y luego atendiendo a la distinción entre disposición y norma11 

[por la cual la primera remite al enunciado sin interpretar como fuente del derecho, y la 

segunda contiene el resultado del enunciado ya interpretado por el operador jurídico], se 

identifican y extraen las siguientes normas [N] vinculadas al caso: 

Dispositivo 

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de l a Contraloría 
General de la República 

Ley N.° 27785 

Artículo 46.- Conductas infractoras en materia de responsabilidad 
administrativa funcional son aquellas en las que incurren los servidores y 
funcionarios públicos que contravengan el ordenamiento jurídico 
administrativo y las normas internas de la entidad a la que pertenecen. 
Entre estas encontramos las siguientes conductas:  

a) Incumplir las disposiciones que integran el marco legal aplicable a las 
entidades para el desarrollo de sus actividades, así como las 
disposiciones internas vinculadas a la actuación funcional del servidor o 
funcionario público 

N1: Conductas infractoras en materia de responsabilidad administrativa 
funcional son aquellas en las que incurren los servidores y funcionarios 
públicos que contravengan el ordenamiento jurídico administrativo. 

N2: Conductas infractoras en materia de responsabilidad administrativa 
funcional son aquellas en las que incurren los servidores y funcionarios 
públicos que contravengan las normas internas de la entidad a la que 
pertenecen. 

N3: Constituye conducta infractora el incumplimiento de las disposiciones 
que integran el marco legal aplicable a las entidades para el desarrollo de 
sus actividades. 

N4: Constituye conducta infractora incumplir las disposiciones internas 
vinculadas a la actuación funcional del servidor o funcionario público.” 

Conforme al contenido de las normas arriba identificadas, estas corresponden al 

procedimiento administrativo sancionador aplicables a los servidores y 

funcionarios públicos, regulando las conductas infractoras en materia de 

 
11 Podemos llamar disposición a todo enunciado perteneciente a una fuente del derecho y reservar 
el nombre de norma para designar el contenido de sentido de la disposición, su significado, que es 
una variable dependiente de la interpretación. En este sentido. La disposición constituye el objeto 
de la actividad interpretativa, y la norma su resultado. Guastini, Riccardo (1999) Estudios sobre la 
Teoría de la Interpretación Jurídica. Instituto de Investigaciones jurídicas de la UNAM, México. pág. 
11. 
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responsabilidad administrativa funcional. 

3.4 En este acápite resulta oportuno citar lo señalado por la Sentencia Fuente 

Casación N.° 40038-2022 Lima 12, en relación a la causal de inaplicación 

normativa, la cual se produce cuando el Juez deja de aplicar a los hechos la 

norma jurídica que le compete, esto es, la norma que contiene la solución 

jurídica que aporta el ordenamiento jurídico para la solución del caso concreto: 

“Ahora bien, continuando con el análisis, y ceñidas las causales de cada 

una de las normas denunciadas a infracción por inaplicación normativa, 

incumbe demarcar que la “inaplicación normativa ” se configura cuando 

se deja de aplicar a un hecho, la regla jurídica que de acuerdo al derecho 

le corresponde; en estos casos el vicio por inaplicación de una norma se 

vincula y se produce en la base jurídica, esto es, en la premisa mayor13 del 

silogismo jurídico, al momento de la selección e individualización de la 

norma que aporta la solución jurídica. Significando que cuando el juez 

omite aplicar la norma del caso,  desaplicando la norma expresa que 

manda el ordenamiento jurídico, implica que, desacata su deber de 

resolver en base a la ley de fondo que corresponde14, incumpliendo uno 

de sus deberes sustanciales y garantía del derecho de motivación, de 

resolver de acuerdo a lo previsto en el ordenamiento jurídico para el caso 

–esto es, de acuerdo a las razones que el derecho suministra–, e 

inobserva el deber constitucional de administrar justicia con arreglo a la 

Constitución y a las leyes (artículo 138 de la Constitución). 

3.5 Ahora bien, en los casos materia de casación resulta notorio que las 

sentencias de segundo grado decidieron inaplicar las normas del inciso a) del 

artículo 46 de la Ley N.° 27785 a las pretensiones de las demandas que 

subieron en grado de apelación; extrayendo de sus fundamentos que sí 

reconocen que las normas del citado artículo 46 constituyen las normas que el 

ordenamiento jurídico aporta para la solución del caso, sin embargo deciden su 

inaplicación refiriendo que las normas del artículo legal serían inconstitucionales, 

que adolecerían de vicios y vulnerarían el principio de legalidad y el sub principio 

de tipicidad o taxatividad. Sostienen la inaplicación acogiendo en gran parte los 

argumentos de la Sentencia de inconstitucionalidad expediente 000020-

 
12 De fecha 4 de julio de 2024. Considerando 5.2.3 
13 Hitters, Juan Carlos. Op cit., página 277. 
14 Hitters, Juan Carlos. Op cit., página 219. 
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2015/PI/TC, señalando que los actores fueron sancionados por la comisión de la 

conducta infractora tipificada, descrita y especificada como infracción grave en el 

reglamento y en el artículo 46 el cual adolecería de vicios en la descripción 

normativa o tipo administrativo que, no permitirían la tarea de subsumir 

adecuadamente la conducta desplegada por el actor en la descripción normativa, 

a fin de atribuir una consecuencia jurídica de sanción de inhabilitación de la 

función pública; afirmando afectación al principio de legalidad y al sub principio 

de tipicidad o taxatividad; que el vicio existía en la norma desde su 

promulgación, por tanto consideran que nada impide que los jueces puedan 

advertirlo e inaplicar las normas, decidiendo confirmar las sentencias apeladas 

que declararon fundadas la demandas, nulas las resoluciones administrativas 

que determinan las inconductas infractoras y las que imponen sanciones. 

3.6 Ciertamente y conforme se tiene asentado en el fundamento 4.7 de la 

Sentencia Fuente que sustenta la motivación en serie, las normas del artículo 46 

de la Ley N.° 27785 15 modificada por la Ley N.° 29622, fueron sometidas a juicio 

de constitucionalidad por sentencia del Tribunal Constitucional del Expediente 

N.° 0020-2015-PI/TC 16, estableciendo que la disposición es inconstitucional al 

considerar que el enunciado normativo es extremadamente general 

incumpliendo los estándares del subprincipio de tipicidad o taxatividad que 

integra el principio de legalidad y que, no hay grado mínimo de seguridad 

respecto a las conductas sancionables en relación al ordenamiento jurídico y 

normas internas de la entidad; considera que las normas reglamentarias no 

pueden subsanar las deficiencias: 

“49. El primer párrafo del artículo 46 de la LOCGR señala que la CGR 

podrá sancionar a los funcionarios o servidores públicos que 

"contravengan el ordenamiento jurídico administrativo y las normas 

internas de la entidad a la que pertenecen”. Dicho enunciado es 

extremadamente general y, por tanto, no cumple con los estándares 

mínimos que impone el subprincipio de tipicidad. 

50. En efecto, la frase "el ordenamiento jurídico administrativo "es tan 

amplia que no garantiza a sus destinatarios un grado mínimo de seguridad 

respecto al conjunto de conductas por las que podrían ser sancionados 

máxime cuando, como es bien sabido, el ordenamiento jurídico 
 

15 Publicada el día 23 de abril de 2002. 
16 Publicada el 26 de abril de 2019 
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administrativo cuenta con gran cantidad de fuentes y está compuesto — 

como mínimo — por centenares de normas de diversa naturaleza. 

51. Algo semejante puede señalarse de la frase "las normas internas de la 

entidad a la que pertenecen". Este enunciado también es extremadamente 

general y no permite identificar con precisión las conductas concretas por 

las que la CGR podría imponer una sanción. En efecto, el funcionamiento 

de las entidades públicas se regula por un conjunto muy elevado de 

normas también de diversa naturaleza. 

52. Por tanto, la infracción contenida en el primer párrafo del artículo 46 de 

la LOCGR es inconstitucional porque que no respeta el subprincipio de 

tipicidad o taxatividad que, a su vez forma parte del principio de legalidad 

reconocido en el artículo 2, inciso 24, literal d, de la Constitución.  

53. Los siguientes cuatro párrafos del artículo 46 de la LOCGR establecen 

un listado — meramente enunciativo — de casos en los que podría 

sancionarse a funcionarios o servidores públicos en aplicación de la 

infracción tipificada en el primer párrafo del artículo 46 de la LOGCR. En la 

medida en que dicha infracción es inconstitucional, los párrafos segundo, 

tercero, cuarto y quinto del artículo bajo análisis son inconstitucionales por 

conexidad (…).  

55. (…), el reglamento no estaría especificando infracciones tipificadas 

previamente sino, más bien, tipificando nuevas infracciones lo que no ha 

sido autorizado por la LOCGR. Por tanto, esta disposición no salva la 

constitucionalidad de los demás párrafos del artículo 46 de la LOCGR; por 

el contrario, en la medida en que todos ellos son inconstitucionales, el 

sexto párrafo de este artículo también es inconstitucional por conexidad.  

3.7 Resulta relevante que los jueces en forma diligente puedan distinguir 

conforme al principio constitucional de corrección funcional (la Constitución es la 

que establece las competencias y atribuciones de las autoridades y 

gobernantes)17 que, el intérprete constitucional sí cuenta con las competencias 

 
17 Al realizar su labor de interpretación, el juez no puede desvirtuar las funciones y competencias 
que el Constituyente ha asignado para cada uno de los órganos constitucionales, de modo tal que 
el respeto de los derechos fundamentales siempre se encuentre garantizado. En esta línea, el 
Tribunal Constitucional nos dice que el “(…) principio de corrección funcional, (…) exige al Tribunal 
y al juez constitucional que, al realizar su labor de interpretación, no desvirtúen las funciones y 
competencias que el Constituyente ha asignado a cada uno de los órganos constitucionales, de 
modo tal que el equilibrio inherente al Estado constitucional y democrático, como presupuesto del 
respeto de los derechos fundamentales, se encuentre plenamente garantizado” 26. El principio de 
corrección funcional, también conocido como conformidad funcional, restringe las competencias y 
potestades otorgadas por la Constitución a las instituciones políticas que reconoce; de esta 
manera, por ejemplo, la Carta de 1993 no ha otorgado a los órganos administrativos la 
competencia para inaplicar una norma que, presuntamente, está siendo cuestionada su 
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para realizar el control concentrado de constitucionalidad de las normas legales, 

habiendo resuelto la inconstitucionalidad de las normas del citado artículo 46 

conforme a sus atribuciones; sin embargo, las sentencias de vistas materia de 

casación han excedido las facultades atribuidas a sus jueces al realizar un 

control de constitucionalidad en abstracto -esto es un control concentrado para 

sostener la inaplicación de las normas legales por vicios y vulneración del 

principio de legalidad y al sub principio de tipicidad o taxatividad-, obviando que 

el control concentrado corresponde al Tribunal Constitucional y el control -difuso- 

es el que se encuentra a cargo de los jueces y delimitado a los casos concretos -

procesos que conocen-, conforme a lo previsto en el segundo párrafo del artículo 

138 de nuestra Constitución. 

 

3.8 Asimismo es importante atender lo previsto en las normas constitucionales y 

legales en relación a la aplicación y vigencia de las normas conforme al principio 

de temporalidad, así como, sobre los efectos en el tiempo de las sentencias 

emitidas en procesos constitucionales; pues se advierte que las sentencias 

impugnadas en casación -en algunos casos en forma explícita (afirmando que 

aplican la sentencia de inconstitucionalidad) y en otros implícitamente (sin 

afirmar pero acogiendo el análisis de inconstitucionalidad realizado por el 

Tribunal Constitucional), optaron por la aplicación de la sentencia de 

inconstitucionalidad con efecto retroactivo -a situaciones producidas antes de su 

vigencia-, inobservando y vulnerando normas constitucionales y legales que 

regulan la aplicación y efectos en el tiempo de las sentencias que declaran la 

inconstitucionalidad de las normas legales. 

3.9 Subrayamos lo desarrollado en el considerando quinto de la Sentencia 

Fuente N.° 27667-2021 que, enfatiza el carácter vin culante e ineludible de 

 
constitucionalidad por la forma o fondo; en todo caso, será deber de la administración armonizar la 
norma con la disposición constitucional pero no inaplicarla pues carece de competencia; lo 
contrario llevaría a una suerte de hiperactividad de la administración pública para no acatar las 
normas que dicte el parlamento o gobierno. Hakansson Carlos, Los Principios de Interpretación y 
los Precedentes Vinculantes en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional Peruano, En 
Repositorio Institucional PIRHUA, Bogotá 2009. Página 11. 
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respetar las normas constitucionales, las cuales gozan de supremacía conforme 

lo establecen las normas del artículo 51 de la Constitución18. 

Estableciendo con precisión el artículo constitucional 204 que las sentencias del 

Tribunal Constitucional que declaran la inconstitucionalidad de una norma legal 

no tienen efectos retroactivos:  

“La sentencia del Tribunal que declara la inconstitucionalidad de una norma se 

publica en el diario oficial.  Al día siguiente de la publicación, dicha norma queda 

sin efecto. No tiene efecto retroactivo la sentencia del Tribun al19 que declara 

inconstitucional, en todo o en parte, una norma legal”. 

Las normas constitucionales del citado artículo, también contemplan una 

formalidad vinculante de “publicación de la sentencia en el Diario Oficial”, que en 

similar efecto que las publicaciones de las leyes y reglamentos -conforme al 

artículo 109 de la Constitución-, entran en vigencia al día siguiente de su 

publicación; así las sentencias de inconstitucionalidad producen efectos 

generales erga omnes, al día siguiente de su publicación -por mandato expreso 

de las normas del artículo 204-; acarreando como consecuencia jurídica que, las 

normas declaradas inconstitucionales quedan sin efecto al día siguiente de la 

publicación de la sentencia, la cual no cuenta con efecto retroactivo. 

3.10 Reiteramos los fundamentos del considerando 5.2 de nuestra sentencia 

fuente sobre las consecuencias de las sentencias de inconstitucionalidad, de que 

éstas producen efectos ex nunc20 y pro futuro; significando que la norma legal  

sigue surtiendo efectos hasta el momento de la publicidad de su anulación por el 

Tribunal competente, cesando sus efectos a partir del día siguiente de la 

publicación, estando ante una consecuencia del control concentrado y de que la 

sentencia de inconstitucionalidad no tienen efectos  declarativos, sino 

constitutivos, es decir, la norma legal deja de pro ducir efectos y deja de ser 

obligatoria en su aplicación, a partir de la public ación de la sentencia que 

declara su inconstitucionalidad;  conforme también lo tiene asentado la 

doctrina:  

 
18 Artículo 51.- Supremacía de la Constitución 
La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley sobre las normas de inferior jerarquía, y 
así sucesivamente. La publicidad es esencial para la vigencia de toda norma del Estado. 
19 El subrayado es nuestro. 
20 En latín, se define “Desde ahora” 
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Señala Brewer-Carías que, “En los sistemas de control concentrado, cuando la 
decisión jurisdiccional es una consecuencia del ejercicio de una acción, en 
general, los efectos de tal decisión mediante la cual se anula la ley, son 
generales con validez erga omnes. La decisión, en este caso es, en principio es 
prospectiva ya que tiene consecuencias ex nunc y pro futuro; es decir, la ley 
anulada por inconstitucional, es considerada como habiendo surtido efectos 
hasta su anulación por el Tribunal  o hasta el momento que este determine 
como consecuencia de la decisión. En este caso, por consiguiente, la decisión 
tiene efectos ´constitutivos ´ ya que la ley se vuelve inconstitucional solamente 
después de la decisión”21. 

García de Enterría señala que: “El rigor lógico con que este principio es 
mantenido lleva a Kelsen a sostener que hasta tanto el Tribunal Constitucional 
no ha declarado la Ley inconstitucional (declaración que tiene efectos erga 
omnes, lo que es propio de un acto legislativo—fuerza de ley—; aunque así sea 
de abrogación) dicha Ley es válida, que es lo que justifica que lo s jueces y 
Tribunales ordinario no puedan inaplicarla ” 22.  

3.11 En consonancia con lo desarrollado en el considerando 5.3 de la sentencia 

fuente y, en armonía constitucional, las normas legales de los artículos 81, 82 y 

83 del Código Procesal Constitucional, contemplan que las sentencias de 

inconstitucionalidad no tienen efectos retroactivos, reafirmando su carácter 

constitutivo:   

“En igual sentido, los enunciados del artículo 81 del Código Procesal 

Constitucional, Ley N.° 28237 23, contemplan que “Las sentencias fundadas 

recaídas en el proceso de inconstitucionalidad dejan sin efecto las normas sobre 

las cuales se pronuncian. Tienen alcances generales y carecen de efectos 

retroactivos. Se publican íntegramente en el Diario Oficial El Peruano y producen 

efectos desde el día siguiente de su publicación”, obteniéndose como normas: 

 

N8: Las sentencias fundadas recaídas en el proceso de 
inconstitucionalidad dejan sin efecto las normas sobre las cuales se 
pronuncian. 
 
N9: Tienen alcances generales y carecen de efectos retroactivos . 
 

 
21 BREWER-CARÍAS, Allan. “El Método Difuso de Control de Constitucionalidad de las Leyes en el 
Derecho Venezolano”, página 2. Extraído de https://allanbrewercarias.com/wp-
content/uploads/2010/05/643.-634.-El-m%C3%A9todo-difuso-de-control-de-constitucionalidad-en-
Venezuela.-Brewer.-VBaz%C3%A1n-Argentina-2008.doc.pdf 
22 GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo. “La Constitución como norma jurídica”, año 1979, Madrid- 
España, página 303. 
23 Aplicable al caso de autos, pues es en su vigencia que se expidió la STC N.° 0020-2015-PI/TC 
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N10: Las sentencias fundadas recaídas en el proceso de 
inconstitucionalidad se publican íntegramente en el Diario Oficial El 
Peruano y producen efectos desde el día siguiente de su publi cación . 
 

Es necesario anotar que en relación a las normas del artículo 103 de la 

Constitución no se establece vulneración, debido que el presente caso no trata 

de aplicación retroactiva de leyes, sino en específico de una sentencia del 

Tribunal Constitucional que declara fundada una demanda de 

inconstitucionalidad. 

 

En consonancia con las normas del artículo 81, las del artículo 82 del Código 

Procesal Constitucional (aplicable por temporalidad), reafirman la producción de 

efectos generales de las sentencias de inconstitucionalidad, a partir del día 

siguiente de su publicación: “Las sentencias del Tribunal Constitucional en los 

procesos de inconstitucionalidad y las recaídas en los procesos de acción 

popular que queden firmes tienen autoridad de cosa juzgada, por lo que vinculan 

a todos los poderes públicos y producen efectos generales desde el día siguiente 

a la fecha de su publicación”, desprendiéndose las normas:  

 

N18: Las sentencias del Tribunal Constitucional en los procesos de 
inconstitucionalidad que queden firmes tienen autoridad de cosa juzgada. 
N19: Las sentencias del Tribunal Constitucional en los procesos de 
inconstitucionalidad vinculan a todos los poderes públicos y producen 
efectos generales desde el día siguiente a la fecha  de su publicación . 

 

Acorde a lo preceptuado en las normas legales citadas, las sentencias del 
Tribunal Constitucional en los procesos de inconstitucionalidad que 
queden firmes tienen autoridad de cosa juzgada además que, dichas 
sentencias vinculan a todos los poderes públicos, reiterando las normas 
identificadas que los efectos se producen a partir del día siguiente de la 
publicación. En ese contexto normativo resulta que las normas de l 
artículo 46 objeto de pronunciamiento, se encontrab an vigentes al 
momento de los hechos de la demanda y que la senten cia de 
inconstitucionalidad no se aplica al caso en razón de que sus efectos 
se irradian a partir del día siguiente de la public ación, que se produjo 
el 26 de abril de 2019 ”. (el último resaltado es nuestro). 

Respecto a las normas del artículo 83 del Código Procesal Constitucional en su 

texto vigente a la fecha de la sentencia de inconstitucionalidad24, reafirman lo ya 

 
24 A la fecha de publicación de la sentencia de inconstitucionalidad, se encontraba vigente el texto 
de la Ley N.° 28237 -31/05/2004 al “4/07/2021. En la  actualidad el texto vigente corresponde a la 
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señalado, en el sentido de que las sentencias declaratorias de 

inconstitucionalidad no conceden derecho a abrir procesos concluidos en los que 

se haya aplicado las normas declaradas inconstitucionales, reafirmando la 

irretroactividad de las sentencias de inconstitucionalidad. 

Lo previsto en el artículo procesal 83, guarda compatibilidad con las normas del  

artículo constitucional 103 que contemplan un supuesto adicional de extinción de 

la vigencia de una norma legal, estableciendo expresamente que la ley también 

queda sin efecto por sentencia que declara su inconstitucionalidad; dicha norma 

constitucional fortalece el sentido de las normas constitucionales del artículo 204 

conforme a los principios de interpretación constitucional de unidad -unidad de 

conjunto y de sentido-25 y concordancia práctica -coordinando los contenidos y 

vinculando las normas constitucionales-26, en su mandato de que las sentencias 

de inconstitucionalidad no tienen efectos retroactivos, reafirmando el efecto 

constitutivo de las sentencias, quedando sin efecto la ley declarada 

inconstitucional al día siguiente de la publicación de la sentencia.  

3.12 Resulta ineludible atender que, además de no tener efectos retroactivos la 

sentencia de inconstitucionalidad, el mismo Tribunal Constitucional reafirmó que: 

el control realizado correspondía a un examen abstracto sin declarar la nulidad 

de los actos administrativos; se mantenía la calidad de cosa decidida de los 

procedimientos sancionadores no judicializados, no estando permitido reabrir 

procedimientos en los que se hubieran aplicado las normas declaradas 

inconstitucionales; respecto de actos y resoluciones emitidas en procedimientos 

administrativos sancionadores, tramitados al amparo del artículo 46 de la Ley N.° 

27785 incorporado por el artículo 1 de la Ley 29622, tampoco se deja sin efecto 

 
Ley N.° 31307 del Nuevo Código Procesal Constitucion al, advirtiendo que la anterior norma 
referida del artículo 83, actualmente se repite en el artículo 82 del código vigente. 
25 “Desde esta perspectiva, el operador jurisdiccional, al interpretar cada una de sus cláusulas, no 
ha de entenderlas como si (…) fueran compartimentos estancos o aislados, sino cuidando de que 
se preserve la unidad de conjunto y de sentido, cuyo núcleo básico lo constituyen las decisiones 
políticas fundamentales expresadas por el Poder Constituyente. Por ello, ha de evitarse una 
interpretación de la Constitución que genere superposición de normas, normas contradictorias y 
redundantes”22. Se debe preservar la unidad de conjunto y de sentido gracias a los 
planteamientos básicos del constitucionalismo, como son los contenidos fundamentales de la 
Constitución”. Hakansson Carlos, op. Citado, página 10. 
26 El principio consiste en coordinar el contenido de diversas instituciones constitucionalmente 
relevantes, y vincularlas entre sí, para interpretar y conocer el significado de cada una de ellas. 
Este principio es equivalente al método sistemático, ya que también es un conjunto integral y 
armónico de partes que se interrelacionan e interactúan según principios comunes de 
funcionamiento. Hakansson Carlos, op. Citado, pagina 10. 
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sentencia ni acto procesal; en los  procesos que se encuentren en trámite, la 

autoridad jurisdiccional debe disponer lo que corresponda, para ello tomar en 

cuenta que las sentencias firmes de inconstitucionalidad tienen autoridad de 

cosa juzgada, vinculan a todos los poderes públicos y, reafirma que producen 

efectos generales desde el día siguiente a la fecha de su publicación. 

Consolidando que, la declaración de inconstitucionalidad de las normas del 

artículo 46 no puede ser aplicada con efectos retroactivos, esto es, no es 

aplicable a hechos producidos con anterioridad a la publicación de la sentencia 

de inconstitucionalidad y que tampoco se han anulado las resoluciones 

administrativas ni procedimientos sancionadores tramitados y concluidos durante 

la vigencia de las citadas normas legales. 

Así, resulta ineludible que las sentencias de instancia se pronuncien sobre las 

pretensiones de impugnación de resoluciones y/o actos administrativos que 

vienen en proceso contencioso administrativo, respecto de hechos acontecidos 

durante la vigencia de las normas del artículo 46 antes citado, atendiendo que 

conforme a nuestras normas constitucionales, las leyes son de carácter 

obligatorio y mantienen la presunción de constitucionalidad hasta que ésta haya 

sido enjuiciada y determinada por el tribunal competente con sentencia sin efecto 

retroactivo. Asimismo, les corresponde resolver conforme al principio de Juez y 

Derecho y al principio de congruencia en la motivación, los cuales constituyen 

garantías del debido proceso, deviniendo en un deber para el Juez de instancia 

pronunciarse sobre lo que es materia de la pretensión y de apelación -petitorio 

de segunda instancia- y atender a lo señalado por el propio Tribunal 

Constitucional en su sentencia de inconstitucionalidad, no pudiendo resolver 

sosteniendo la inconstitucionalidad de la norma respecto de resoluciones y actos 

administrativos emitidos durante la vigencia de la norma y que el propio Tribunal 

ha declarado que la inconstitucionalidad determinada en su sentencia, no afecta 

la validez de tales resoluciones y actos administrativos:  

“Por último debe recordarse que, conforme al artículo 81 del Código Procesal 
Constitucional, las sentencias que declaren fundada —en todo o en parte— 
una demanda de inconstitucionalidad no tiene efectos retroactivos. Por tanto, 
la inconstitucionalidad del artículo 46 de la LOCGR  determinada en esta 
sentencia no afecta la validez de las resoluciones y demás actos 
administrativos emitidos en aplicación de dicha dis posición normativa ”. 
STC N.° 0020-2015-PI/TC, fundamento 83. 
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Concluyendo que, las sentencias de vistas que inaplicaron las normas del 

artículo 46 de la Ley N.° 27785 27, acogiendo la aplicación retroactiva de la 

sentencia de inconstitucionalidad del Tribunal Constitucional y/o de sus 

fundamentos, vulneraron las normas del artículo 204 de la Constitución, así 

como las normas supremas sobre la competencia para el ejercicio del control 

concentrado -inciso 1 del artículo 202 de la Constitución-, además de las normas 

de los artículos 81 y 82 del Código Procesal Constitucional; resultando 

fundadas las denuncias de infracción por inaplicaci ón normativa. 

Cuarto. - Infracción normativa de normas procesales  y de procedimiento 

4.1 Las emplazadas recurrentes denuncian infracción normativa del artículo 148 

de la Constitución, del artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil 

y del artículo 228 del TUO de la Ley N.° 27444, ext rayendo de su fundamentos 

de que se habría afectado el principio de juez y derecho en su contenido del 

deber del Juez de aplicar el derecho que corresponde a las pretensiones de las 

demandas, además que conforme a la norma constitucional y de procedimiento 

citadas, resulta errónea la afirmación de las recurridas de que al haberse 

interpuesto las demandas, las resoluciones administrativas al estar judicializadas 

no habrían causado estado y como consecuencia corresponde inaplicar las 

normas del artículo 46 de la Ley N.° 27785 modifica do por la Ley N.° 29622. 

4.2 La norma del artículo 148 de la Constitución establece a favor de los 

administrados el derecho a impugnar judicialmente los actos de las entidades de 

la administración pública, autorizando para ello, el control jurídico por el Poder 

Judicial de los actos administrativos, disponiendo que “Las resoluciones 

administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la 

acción contencioso-administrativa”, norma que cobra importancia en el sistema 

de derecho al permitir el control jurídico por un Poder Judicial independiente e 

imparcial, sobre las actuaciones de la administración, brindando seguridad 

jurídica al administrado y velando por el respeto de sus derechos e intereses, 

conforme a  las normas constitucionales y legales. 

En compatibilidad constitucional, las normas legales también prevén que la 

impugnación judicial en proceso contencioso administrativo se encuentra dirigida 

 
27 Modificada por la Ley N.° 29622. 
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contra resoluciones administrativas que causen estado; así el artículo 228 del 

TUO de la Ley N.° 27444, aprobado por el Decreto Su premo N.° 004-2019-JUS, 

señala que “Los actos administrativos que agotan la vía administrativa podrán 

ser impugnados ante el Poder Judicial mediante el proceso contencioso-

administrativo a que se refiere el artículo 148 de la Constitución Política del 

Estado”, enfatizando la norma legal en la exigencia para la impugnación en vía 

judicial de resoluciones administrativas, que se hubiere cumplido con el 

agotamiento de la vía administrativa esto es, haber interpuesto los recursos 

impugnatorios en la etapa administrativa -salvo precisas excepciones  

contempladas en el artículo 20 del T.U.O. de la Ley N.° 27584-. 

Efectivamente, la interposición de una demanda judicial no altera la condición 

jurídica del acto administrativo de haber causado estado al haber agotado los 

recursos impugnatorios del procedimiento administrativo, pues justamente la 

autorización constitucional está referido a los actos que han adquirido dicha 

condición teniendo la calidad de firmes en la vía administrativa y que se traen al 

Poder Judicial para la realización del control jurídico -conforme también lo prevé 

la norma del artículo primero del T.U.O. de la Ley N.° 27584.  

En lo que respecta al artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 

se tiene que, “El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, 

aunque no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin 

embargo, no puede ir más allá del petitorio ni fundar su decisión en hechos 

diversos de los que han sido alegados por las partes”. Extrayendo como normas: 

EN1: El juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque 
no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. 

EN2: El juez no puede ir más allá del petitorio ni fundar su decisión en 
hechos diversos de los que han sido alegados por las partes. 

4.3 En ese contexto, la omisión de pronunciamiento sobre las pretensiones de 

las demandas contencioso administrativo y la inaplicación de las normas del 

artículo 46, trasgreden el deber de aplicar las normas de derecho que 

corresponden y lesionan el derecho constitucional a impugnar y de que se 

realice judicialmente el control jurídico de los actos y resoluciones de la 

administración, por lo que, este extremo de las denuncias casatorias resulta 

fundado. 
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4.4 Respecto a la denuncia de infracción normativa del artículo 248 del TUO de 

la Ley N.° 27444, específicamente de sus incisos 1 y 4 referidos a los principios 

de legalidad y tipicidad, no resultan estimables las causales debido que las 

sentencias recurridas omitieron pronunciamiento sobre los fundamentos facticos 

y jurídicos de las pretensiones de la demanda, limitándose a inaplicar las normas 

del artículo 46 por los fundamentos de la sentencia de inconstitucionalidad del 

Tribunal Constitucional, sin advertir lo señalado en los considerandos 3.7 a 3.12 

de la presente sentencia casatoria. Resultando infundado este extremo de los 

recursos de casación de las emplazadas. 

4.5 Sobre la denuncia de infracción normativa de los numerales 3 y 5 del artículo 

139 de la Constitución, por vulneración de los principios de debido proceso y 

motivación, del numeral 6 del artículo 50 y del artículo I y III del Título Preliminar 

del Código Procesal Civil, se tratan de causales que inciden en infracción de 

normas procesales que protegen constitucionalmente las garantías del debido 

proceso, del derecho a la motivación de las decisiones judiciales, de la tutela 

jurisdiccional efectiva, de las exigencias de congruencia en la motivación, de las 

finalidades abstractas y concretas del proceso judicial. 

4.5.1 Medularmente, en los autos calificatorios fundamentaron estas causales en 

que, resultan erróneas las conclusiones arribadas por las sentencias recurridas, 

toda vez que la sentencia de inconstitucionalidad ha determinado desde cuando 

surten sus efectos, lo cual ha sido desconocido por las Salas Superiores al emitir 

las sentencias de vista, vulnerando el debido proceso al aplicar retroactivamente 

la sentencia de inconstitucionalidad recaída en el Expediente N.° 00020-2015-

PI/TC a hechos y situaciones realizados antes de la fecha de su publicación; 

agregando que sus decisiones han sido tomadas basadas en hechos que no han 

sido alegados por las partes, esto es, únicamente en la aplicación de la 

sentencia que declaró inconstitucional el artículo 46 de la Ley N.° 27785 

incorporado por Ley N.° 29622, hecho que no ha sido  alegado en la demanda ni 

ha sido fijado como punto controvertido en los procesos, evidenciando 

motivación aparente y la vulneración al principio de motivación, lo cual acarrea la 

nulidad de la sentencia de vista. 

4.5.2 Concierne destacar que, el derecho fundamental a la debida motivación de 

las resoluciones judiciales se encuentra reconocido en el numeral 5 del artículo 
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139 de la Constitución28, el cual también se encuentra reconocido en los 

Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, incluido como garantía 

procesal en el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y 

en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Siendo 

que este derecho fundamental es uno de los derechos que conforman el derecho 

fundamental al debido proceso29, que se encuentra reconocido en el numeral 3 

del artículo 139 de la Constitución, ello en consonancia con el artículo I del Título 

Preliminar del Código Procesal Civil establece “Toda persona tiene derecho a la 

tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o 

intereses, con sujeción a un debido proceso”. 

4.5.3 Por su trascendencia y carácter de garantía del debido proceso, el derecho 

fundamental a la debida motivación de las resoluciones ha obtenido 

interpretación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (vinculante para 

el Perú en atención a la Cuarta Disposición Final Transitoria de la Constitución), 

estableciendo que es un derecho que permite verificar la materialización del 

derecho a ser oído, y que la argumentación de un fallo demuestra que los 

alegatos y pruebas han sido debidamente tomados en cuenta, analizados y 

resueltos30 , y que: “(…) la motivación es la exteriorización de la justificación 

razonada que permite llegar a una conclusión. El deber de motivar las 

resoluciones es una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, 

que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el 

Derecho suministra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco 

de una sociedad democrática (…)”31. 

 
28 Principios de la Administración de Justicia. Art. 139.-Son principios y derechos de la función 
jurisdiccional: 5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, 
excepto los decretos de mérito trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los 
fundamentos de hecho en que se sustentan    
29 El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es parte del derecho al debido 
proceso, consagrado en el numeral 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú como uno 
de los principios y derechos de la función jurisdiccional. Exige que en todas las instancias judiciales 
se cumplan necesariamente todas las garantías, requisitos y normas de orden público que han 
sido establecidos a fin de generar que todas las personas estén en reales condiciones de poder 
defender de manera apropiada sus derechos. Así, el debido proceso es una garantía procesal de 
inexorable cumplimiento en tanto su observancia permite la efectiva protección de otros derechos 
fundamentales y el acceso a la justicia  
30 Corte IDH. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo Reparaciones y 
Costas. Sentencia del veintisiete de enero del dos mil nueve, párrafo 153 
31 Caso Apitz Barbera y otros, sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 
fecha cinco de agosto de dos mil ocho, fundamento 77. 
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4.5.4 Las sentencias impugnadas en casación, cuentan con fundamentos 

similares repitiendo los fundamentos del Tribunal Constitucional sobre control 

concentrado de constitucionalidad para arribar a la inaplicación de la norma legal 

del artículo 46 -obviando que el citado tribunal tenía señalado que la declaración 

de inconstitucionalidad no era un motivo para cuestionar la validez de las 

resoluciones administrativas emitidas durante su vigencia-, decidieron por 

declarar fundadas las demandas, señalando entre sus razones: 

R1. El Tribunal Constitucional ha señalado en el proceso de inconstitucionalidad 
0020-2015-AI-, y distingue el principio de legalidad y el de tipicidad expresando 
lo siguiente: “No debe identificarse el principio de legalidad con el principio de 
tipicidad. El primero, garantizado por el ordinal “d” del inciso 24) del artículo 2° de 
la Constitución, se satisface cuando se cumple con la previsión de las 
infracciones y sanciones en la ley. El segundo, en cambio, constituye la precisa 
definición de la conducta que la ley considera como falta. (…)”. 

R2. Que, el numeral 4 del artículo 248 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 
27444 determina que sólo constituyen conductas sancionables 
administrativamente las infracciones previstas expresamente en normas con 
rango legal mediante su tipificación sin admitir interpretación extensiva o 
analogía. Que, las entidades sólo podrán sancionar la comisión de conductas 
que hayan sido previamente tipificadas como ilícitas, mediante normas que 
describan de manera clara y específica el supuesto de hecho infractor y la 
sanción aplicable. 

R3. Que, los órganos competentes en el procedimiento disciplinario deben 
describir de manera suficientemente clara y precisa, tanto al momento de iniciar 
un procedimiento administrativo disciplinario como al momento de resolver la 
imposición de una sanción, cual es la falta prevista en la ley que es objeto de 
imputación (y cuando fuere el caso, precisar la disposición reglamentaria que la 
complementa), cual es la conducta atribuida al imputado que configura la falta 
que se le imputa, cuáles son los hechos que con base en el principio de 
causalidad configuran la conducta pasible de sanción, indicando además de 
manera precisa, clara y expresa cuales son las normas o disposiciones vigentes 
en el momento en que se produjo la falta, que sirven de fundamento jurídico para 
la imputación. 

R4. Sin principio de tipicidad, no se da uno de los elementos del procedimiento 
sancionador, y por tanto no se prueba la falta disciplinaria. Resultando necesario 
precisar que, mediante el auto de aclaración de fecha primero de agosto del 
2019 recaída en la sentencia 0020-2015-PI/TC, se advierte que no se podrá 
aplicar lo resuelto por el Tribunal Constitucional cuando nos encontremos frente 
a una sentencia judicial que ha pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar 
procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. 

R5. Que, si bien en atención al artículo 204 de la Constitución la norma declarada 
inconstitucional queda sin efecto al día siguiente de la publicación de la 
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sentencia que así lo declara, no es posible desconocer que la demandada ha 
basado las sanciones impuestas en el artículo 46 de la LOCGR, la misma que ha 
sido declara inconstitucional, porque no se respeta el subprincipio de tipicidad o 
taxatividad que a su vez forma parte del principio de legalidad. 

C. Concluyendo que no es amparable emitir un pronunciamiento que aplique o 
pretenda ratificar una norma declarada inconstitucional, pues debe tomarse en 
cuenta la interpretación de las normas que realiza el máximo intérprete de la 
Constitución, la cual no es posible desconocer por los Jueces del Poder Judicial, 
debiendo en este caso confirmarse lo resuelto por las apeladas.  

4.5.5 Evidenciando que las veinticuatro sentencias impugnadas han incurrido en 

vulneración al derecho a la motivación de las decisiones judiciales, que 

resolvieron inaplicando las normas materiales del artículo 46 sustentando con 

ello las decisiones judiciales, ocasionando que se desvinculen de las 

pretensiones de la demanda, no resolviendo las pretensiones objeto de 

pronunciamiento y en más de un caso, tampoco se pronunciaron sobre los 

agravios de  apelación referidos específicamente a contradecir las pretensiones 

de las demandas. 

En más de una de las sentencias apeladas igualmente se sustrajeron de resolver 

las pretensiones de las demandas al inaplicar la norma legal del artículo 46, 

señalando en algunos casos: 

“nos lleva a determinar que la presente demanda resulta siendo FUNDADA-sin 
pronunciamiento sobre los hechos y las pruebas actuadas- pero no por las 
razones que expone el demandante, ni tampoco por no haberse acreditado los 
hechos que fueron imputados como falta sino porque las normas en que se 
sustentó la IMPUTACION y SANCIÓN -literal a) del artículo 46° de la Ley N.° 
27785 modificada por la Ley N.° 29633, y especifica da como infracción muy 
grave en el literal q) del artículo 6 del Reglamento aprobado por Decreto 
Supremo N.° 023-2011-PCM- fueron declaradas con pos terioridad a la sanción y 
demanda, INCONSTITUCIONALES, por tanto, se debe dejar sin efecto la 
sanción impuesta según su estado, de ahora en adelante y ordenar su reposición 
(…)”. 

Incurriendo las sentencias de vista y las sentencias apeladas en violación del 

derecho a la motivación en su contenido protegido de motivación congruente y 

con arreglo a un debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva en su 

expresión de obtener sentencia fundada en derecho; resultando fundadas las 

causales procesales por infracción normativa del  debido proceso, del derecho a 

la motivación de las decisiones judiciales, de la tutela jurisdiccional efectiva, de 
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las exigencias de congruencia en la motivación, de las finalidades abstractas y 

concretas del proceso judicial y, en consecuencia resultan nulas las sentencia de 

vista impugnadas en casación e insubsistentes las sentencias apeladas que 

igualmente aplicaron retroactivamente los efectos de la sentencia del Tribunal 

Constitucional y omitieron pronunciamiento sobre las pretensiones de la 

demanda. 

Quinto. - Fijan doctrina jurisprudencial vinculante  

5.1 Conforme a los argumentos expresados en los considerandos tercero y 

cuarto de esta ejecutoria suprema y en virtud de lo previsto en el artículo 22 del 

T.U.O. de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y del artículo 36 del T.U.O de la 

Ley 2758432, se fija doctrina jurisprudencial. 

De acuerdo a las normas del artículo 204 de la Constitución y de los artículos 81, 

82 y 83 del Código Procesal Constitucional y, a la jurisprudencia de las 

ejecutorias supremas Casación 27667-2021-Lambayeque, Casación 19877-

2021-San Martín, Casación 16313-2021-Piura, Casación 1706-2022-San Martín, 

Casación 52028-2022-Junín, se establece la siguiente doctrina jurisprudencial: 

i. Cuando los procesos contencioso administrativo se encuentren 

relacionados a normas legales que han sido objeto de declaración de 

inconstitucionalidad por el Tribunal Constitucional, los jueces deben 

atender que, las sentencias fundadas recaídas en los procesos de 

inconstitucionalidad tienen alcances generales, dejando sin efecto las 

normas legales sobre las cuales se pronuncian desde el día siguiente de 

su publicación en el Diario Oficial El Peruano. 

ii. La inconstitucionalidad de las normas del artículo 46 de la LOCGR 

declarada en la sentencia del Tribunal Constitucional N.° 0020-2015-

PI/TC, no afecta la validez de las resoluciones y demás actos 

administrativos expedidos en aplicación de dicha disposición normativa33 

y, siempre que se hayan emitido antes de la publicación de la sentencia de 

inconstitucionalidad.  

 III. DECISIÓN:  

 
32 Texto vigente según Decreto Legislativo N.° 1067. 
33 STC N.° 0020-2015-PI/TC, fundamento 83. 
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Por estas consideraciones, en aplicación del artículo 396 del Código Procesal 

Civil, declararon: FUNDADOS los recursos de casación interpuestos por el 

Procurador Público de la Contraloría General de la República y el recurso de 

casación formulado por el Hospital Provincial Docente Belén Lambayeque, en las 

Casaciones N.° 38956-2022-Cusco, 39536-2022-Arequip a, 39695-2022-

Arequipa, 39963-2022-Cusco, 40516-2022-Junín, 42230-2022-Junín, 43304-

2022-Arequipa, 44781-2022-Lambayeque, 45726-2022-Arequipa, 46132-2022-

Junín, 46659-2022-Lambayeque, 47165-2022-Cusco, 47878-2022-Lambayeque, 

52110-2022-Junín, 54448-2022-Junín, 54881-2022-Junín, 2571-2023-

Cajamarca, 3818-2023-Arequipa, 5117-2023-Junín, 5294-2023-Junín, 13908-

2023-Junín, 14403-2023-Arequipa, 14461-2023-Junín y 16960-2023-Junín; en 

consecuencia, NULAS las sentencias de vista emitidas en dichos expedientes, e 

INSUBSISTENTES las sentencias de primera instancia de los casaciones N.os 

40516-2022-Junín, 42230-2022-Junín, 52110-2022-Junín, 54448-2022-Junín, 

54881-2022-Junín, 46132-2022-Junín, 5117-2023-Junín, 5294-2023-Junín, 

13908-2023-Junín, 14461-2023-Junín, 16960-2023-Junín, 39536-2022-Arequipa, 

39695-2022-Arequipa, 43304-2022-Arequipa, 45726-2022-Arequipa, 3818-2023-

Arequipa, 14403-2023-Arequipa, 39963-2022-Cusco, 47165-2022-Cusco, 44781-

2022-Lambayeque, 46659-2022-Lambayeque, 47878-2022-Lambayeque y 2571-

2023-Cajamarca. DISPUSIERON la renovación de los actos procesales viciados 

en breve término; ESTABLECIERON  que los acápites i, ii del considerando 5.1 

de esta ejecutoria constituye doctrina jurisprudencial de carácter vinculante para 

los jueces de todas las instancias. - ORDENARON la publicación de la presente 

sentencia en el Diario Oficial “El Peruano”; en el proceso seguido contra la 

Contraloría General de la República, sobre acción contencioso administrativo. 

Notifíquese por secretaría; y, devolvieron los actuados. Interviniendo como 

ponente la señora Jueza Suprema Rueda Fernández.  

SS. 

RUEDA FERNÁNDEZ 

RUIDÍAS FARFÁN 

TORRES GAMARRA 
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MANZO VILLANUEVA 

ZÚÑIGA HERRERA 

E. Aurich  


		2026-05-28T17:37:47-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2026-05-28T19:25:30-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2026-05-29T16:02:10-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2026-06-04T08:46:59-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2026-06-04T16:10:36-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2026-06-05T15:42:10-0500
	Lima-Perú
	PJSigner




